
Derechos Civiles y Políticos

Derechos de las personas
detenidas y encarceladas

Nadie continuará en detención

después de dictada orden

de excarcelación por la autoridad

competente o una vez cumplida

la pena impuesta ...

Art. 60.6 de la Constitución

de la República de Venezuela

El período de cumplimiento

de penas será utilizado para

procurar la rehabilitación

del penado y su readaptación

social por los sistemas

y tratamientos establecidos

en esta ley.

Art. 2 de la ley de Régimen
Penitenciario

149 El Globo, 21.03.96, pág. 11.

Un nuevo cambio de autoridades ejecuti­
vas, el avance del proceso de descen­
tralización carcelaria, y una tendencia

cada vez más marcada al incremento de la

capacidad de albergue del sistema carcelario,
fueron los denominadores de la política ofi­
cial en materia penitenciaria durante este
período, mientras el diagnóstico de la si­
tuación se mantiene con variaciones apenas
circunstanciales.

Tal vez éste último constituya uno de los
rasgos más alarmantes de la crisis carcelaria:
un diagnóstico que se repite año tras años y
que ha convertido a una situación anómala en
"normal", sin que se observen avances tras­
cendentes impulsados desde el Estado.

Durante el período reseílado por este In­
forme, nuevamente Venezuela recibió la visita
de entes internacionales con mandato en esta
materia: en marzo fue una misión de Americas

Right Watch, cuyo Vicepresidente afirmó que
"".La mayoría de las cárceles no reúne las
mínimas condiciones de habitabilidad nece-

. h" 149 E dsanas para un ser umano .. n mayo e
1996, fue un grupo de trabajo de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos

(CIDH), que formuló un conjunto de recomen­
daciones a las autoridades nacionales luego de
una semana de observación en el país.

También durante este período, la prensa
nacional divulgó, junto a los ya habituales
saldos de víctimas de la violencia en las

prisiones, los lineamientos de acción del
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nuevo Ministro de Justicia Henrique Meier
quien, en marzo de 1996 sustituyó en el cargo
a Rubén Creixems. Meier repitió las priori­
dades de su antecesor,150 reducir los índices

de hacinamiento antes que construir nuevos
centros, promover actividades de rehabili­
tación, enfatizar el otorgamiento de benefi­
cios, dar continuidad a la descentralización y
enfrentar firmemente a las llamadas mafias de

corrupción, que involucran a funcionarios del
Estado.

Pero en términos generales, tal como se
detalla en los diferentes apartes de este
capítulo, hasta ahora las medidas que acom-

pañan a estas declaratorias no han tenido gran­
des alcances, bien porque no afectan a un
número importante de reclusos o porque el
impulso que sigue a un nuevo anuncio es
obstaculizado desde el mismo seno de las

instancias encargadas de la ejecución.
Que la inexistencia de planes de preven­

ción viables y perdurables es una de las causas
del actual colapso tampoco es novedad, y sin
embargo, ningún resultado concreto se
conoce sobre el Plan Nacional para la Preven­

ción del Delito, cuyas propuestas comenzaron151
a desarrollarse desde 1994. Que el retardo
procesal es el primer generador de haci-

150 El Globo. 27.05.96, pág. 5.

151 PROVEA: Sitll~ción de los Derechos Humanos en Venezuela Informe Annal Octtlhre 1994 - Septiemhre
l22í. pág. 98.
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namiento y violaciones a los derechos huma­
nos, también es sabido, y el promedio de
duración de un juicio penal sigue superando
los dos años, lo cual explica que durante más
de cuatro años Venezuela haya mantenido una
importante desproporción entre procesados y
sentenciados: 73,41 % de los ciudadanos re­
cluidos en centros penitenciarios para sep­
tiembre de 1996,152 no habían recibido sen­

tencia. Según cifras aportadas por el Ministe­
rio de Justicia, la población total nacional para
el 18.09.96 era de 24.840 reclusos, entre los
cuales apenas 6.515 habían recibido senten­
cia. La cifra incluye a 89 ciudadanos encar-

. Derechos Civiles y Políticos

celados en virtud de la Ley sobre Vagos y
Maleantes, y no toma en cuenta a 105 que se
encuentran a la orden de tribunales militares.

El índice nacional de hacinamiento continúa

siendo excesivamente alto, aunque observó un
leve descenso: de 62,01% registrado de sep­
tiembre de 1994 a octubre de 1995, a 56,21%
durante este período (Ver Anexo N° 15). Al
respecto, el Ministro de Justicia ha reconocido
oficialmente que la ampliación de la infraestruc­
tura no representa ninguna solución, pues sólo
traería como consecuencia un progresivo
aumento de la población penal, hasta copar de
nuevo la capacidad del sistema. A pesar de ello,

152 MINISTERIO DE JUSTICIA. Reporte diario de población penal del 18.09.96 .
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gran parte del presupuesto del Ministerio de

Justicia ha sido destinado precisamente a la
infraestructura carcelaria. Luego de la
creación de! Fondo Nacional de Edificaciones

Carcelarias, en 1996 se destinaron 2 mil 500

millones de bolívares a la ampliación de pe­
nales. Para fines del mismo año se ha anun­
ciado el término de la construcción de dos

anexos en las cárceles de Yare y El Rodeo,
ubicadas en zonas aledañas a Caracas. En am­
bos casos se trataría de edificaciones

pequeñas, que albergarían a reclusos proven­
ientes de otros centros.

Las dudas sobre las condiciones de habita­
bilidad de estas nuevas construcciones no lu­

cen descabelladas, tomando en cuenta no sólo
el histórico mal estado de la infraestructura

carcelaria, sino también el reciente antece­
dente de las nuevas torres de la cárcel de El
Rodeo. En diciembre de 1995 se constataron

irregularidades en las obras inauguradas en ese
centro, ubicado en el Edo. Miranda. El

18.12.95 fueron reinauguradas las áreas de
reclusión de ese Internado, con capacidad para
albergar a 768 reclusos. Días más tarde, una
inspección realizada por la Fiscalía General de
la República (FGR) develó el deficiente fun­
cionamiento de los sistemas eléctrico y de
suministro de agua; en los nuevos edificios
existían filtraciones, y las camas destinadas a

la población penal no entraban por las angostas
puertas de las 27 celdas. 153 La remodelación
tuvo un costo de 65 millones de bolívares.

En ese mismo orden, la demolición del
Retén de Catia, uno de los penales más triste-

mente célebres del país, ha sido constante­
mente anunciada por el Ministerio de Justicia,
ocupando un amplio centimetraje en la prensa
nacional durante este período. La idea no es
nueva, y está suficientemente justificada por
las actuales condiciones de inhabitabilidad

del penal. Pero aún no existe claridad alguna
respecto a dónde estaría ubicado el nuevo
penal y cuál sería su capacidad de albergue, y
hasta el presente, incluso el traslado de al­
gunos reclusos desde ese centro hacia otros ha
sido objeto de enfrentamientos entre el Ejecu­
tivo Nacional y las autoridades regionales
(ver recuadro). Ante la posible creación de un
centro penitenciario metropolitano en los
Valles del Tuy (Edo. Miranda) el gobernador
del estado emitió un decreto regional que

prohibía construcciones de este tipo, y declaró
estar dispuesto a convocar a un referendo para
que los habitantes del estado ratificasen su
posición. 154

Una situación similar se ha presentado en
relación a los traslados de reclusos de un

penal a otro, estrategia destinada a mantener
bajo control los hechos de violencia. Los
gobernadores de estado han manifestado su
rechazo ante medidas de este tipo; el mismo
gobernador de Miranda prohibió la entrada
de un grupo provenientes del Retén de Catia
a la cárcel de Yare, en junio de 1996. Este
rechazo encuentra asidero en la multiplica­
ción de la violencia que ocasionan los
traslados, hecho demostrado por la ocurren­
cia de riñas o motines sangrientos luego de

155
la llegada de reclusos trasladados.

153 El Nacional, 19.12.95, pág. D-5. y, Últimas Noticias, 21 12.95, pág. 9.
154 El Globo, 25.02.96, pág. 1].
155 El Universal, 19.05.96, pág. 2-17
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El Proceso

La reiteración se hace obligatoria: en sep­
tiembre de 1996 existía en Venezuela un

73,41 % de rec1usos sin sentencia, proporción

que se ha mantenido con variaciones poco
significativas durante los últimos cuatro
años.

Pero no son éstos los únicos datos que
confirman la gravedad de la lentitud de la
justicia: desde enero hasta octubre de 1996
sólo se concedieron 670 excarcelaciones

(ver recuadro de Libertades concedidas),
cifra que afectaría a aproximadamente un
10% de la población penada de ese año. El
impulso que durante los últimos tres años se
ha dado al otorgamiento de beneficios (ver
recuadro de Beneficios otorgados) tampoco
ha arrojado resultados significativos, si se
comparan en términos proporcionales con
la población beneficiada. La duda es enton­
ces a favor del Ministro Meier, quien se ha
comprometido a aplicar una estrategia
agresiva de otorgamiento de beneficios para
procesados y penados, comenzando por los
80 indultos que recibieron rec1usos de la
Penitenciaría General de Venezuela, ubi­
cada en San Juan de Los Morros (Edo.
Guárico), en junio de 1996.

Libertades concedidas por
cumplimiento de pena

* Esta cifra contempla los diez primeros meses del año

Fuente: Ministerio de Justicia

Por su parte, la Fiscalía General de la
República (FGR), anunció en diciembre de
1995 la puesta en marcha de un nuevo "Con­
tra/ de Procesados en Centros Peniten­

ciarios ",155 a partir del cual los fiscales del
Ministerio Público actuarían luego de dictado
el auto de detención, vigilando la continuidad
del proceso judicial. Gracias a este programa,
la FGR cuenta con un registro automatizado
de los datos de cada expediente y puede for-

Beneficios otorgados a sentenciados

* Se desconoce el número exacto de indultos otorgados en los dos úlimos años.

Fuente: Ministerio de Justicia

155 El Carabobeño, 22.12.95, pág. D-1]
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mular las recomendaciones pertinentes a los
órganos encargados de administrar justicia .
La FGR existe -entre otras atribuciones- para
ejercer este tipo de vigilancia, de modo que lo
destacable del anuncio es en realidad que sea
a partir de la fecha del anuncio que las autori­
dades hayan emprendido el cumplimiento de
una función de importancia tan capital como
la expuesta.

Las violaciones del derecho al debido

proceso en Venezuela se originan por causas
tan estructurales como la burocracia y la cor­
rupción, o tan injustificables como la inexis­
tencia de vehículos suficientes para trasladar
a los procesados a los tribunales. Insuficiencia
que el Ministro Meier reconoció, poco tiempo
después de entrar en funciones, cuando afirmó

que el despacho a su cargo contaba apenas con
15 de unidades de este tipo,157 para atender
las demandas del área capital, con una
población reclusa de 5.767 ciudadanos para
septiembre de 1996. Evidentemente, de allí

surge el caldo de cultivo ideal para la
comisión de actos de corrupción amplia­
mente conocidos. Familiares de reclusos del

Retén de La Planta, Caracas, declararon a la
prensa que un traslado a tribunal cuesta entre
3 mil y 10 mil bolívares, "..y si no, cuando
le corresponde [al recluso] llevarlo aljuzgado
de la causa, le argumentan que no hay esposas

158 .
o que no hay vehículo".

En cuanto al Poder Judicial, valga citar las
declaraciones de Hermes Harting, Presidente
de la Asociación de Jueces, con motivo de una
reunión con el Ministro Meier, realizada el
12.05.96. Ante la propuesta de que los jueces
se trasladen directamente a los penales con el
objeto de acelerar los procesos, Harting
señaló que el retardo procesal no es re­
sponsabilidad de los jueces sino de las dilacio-

nes en los traslados, y que los jueces no se
movilizarían a los penales por la ausencia de

. 'd d 1159garantlas a su segun a persona.
Harting evidencia así que el incum­

plimiento de funciones por parte de las difer­
entes instancias oficiales ha llegado a ser jus­
tificado con argumentos que sólo son posibles
en un marco en el que las obligaciones im­
puestas por la ley son apenas referenciales. En
la primera reunión de la Cumbre Peniten­
ciaria, realizada en 1995, también la Presi­
denta de la Asociación de Defensores Públi-

d P " 160 . '.cos e resos reconoclO, que su aSOClaClOn
había suspendido las visitas a las cárceles por
problemas de seguridad. De la misma Aso­
ciación de Defensores surgió la propuesta de

captar a estudiantes del último año de Derecho

como Rasantes, para atender expedientes pe­
nales. 61Se desconoce si la propuesta ha sido
puesta en marcha o se le ha hecho segui­
miento, mientras que el número de defensores
públicos se ha mantenido, incrementando su
incapacidad para atender el volumen actual de
expedientes en curso.

En este marco se produce el debate en
tomo a la. reforma del Código de En­

juiciamientoCriminal, que se adelanta a pe­
sar de las observaciones que organizaciones
nacionales de derechos humanos han formu­

lado respecto a deficiencias que afectarían
seriamente el derecho a la defensa y algunas
garantías procesales (Ver Capítulo Derecho
a la Justicia). Críticas aparte, más allá del
deseable mejoramiento de la ley reconocido
como necesario, es obvio que la situación
penitenciaria encuentra sus mayores proble­
mas en factores no vinculados con la natu­

raleza del instrumento jurídico, sino en los
vicios existentes en las diferentes instancias

con competencia en la materia. Muestra de

157 El Globo, 27.05.96, págs. 6 y 7.
158 El Nacional, 20.02.96, pág. 0-8.
159 El Globo, 13.05.96, pág. 10.
160 Conclusiones de la Cumbre Peniteciaria, Ministerio de Justicia, 30.03.95
161 ¡dem.
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ello son las 60 denuncias recibidas por la
Subcomisión de Asuntos Penitenciarios du­

rante 1995, todas ellas concernientes a

Condiciones de encarcelamiento

En octubre de 1995, un conocido pro­
grama de televisión entrevistaba al joven Jaer
NIEVES, prófugo del Retén e Internado Judi­
cial de Catia. Nieves había sido injustamente
detenido en diciembre de 1994, y desde en­
tonces intentó suicidarse en un par de ocasio­
nes, hasta que fue recluido en un hospital
luego de haber ingerido veneno. Antes de
entregarse a las autoridades, Nieves denunció
ante los medios de información las condicio­

nes que le llevaron a escapar: la venta y tráfico
de drogas y armas por parte de los vigilantes
de la prisión; las condiciones de insalubridad
en que duermen los reclusos, quienes pernoc­
tan en el piso, entre excrementos yaguas
servidas; la ración de comida, que insufi­
ciente, les es servida en las manos; la com­

plicidad entre vigilantes y reclusos. Después,
Nieves se entregó, mientras públicamente ro­
gaba que no le llevasen de vuelta al Retén.

En términos generales, las inhumanas
condiciones de encarcelamiento siguen
siendo la principal característica del sistema
carcelario, a pesar de las iniciativas emprendi­
das desde diferentes sectores, cuyos esfuerzos
se reseñan a lo largo de este capítulo.

Con un presupuesto de 31 ~il millones de
bolívares para 1996, y la merma que sobre

éste produce la corruEción de las llamadas
"mafias carcelarias", 1 3 administró el Minis­
terio de Justicia las cárceles venezolanas,
manteniendo la asignación per capita en
menos de un dólar por recluso. Esto explica,

Derechos Civiles y Políticos

"...procesos judiciales irregulares, vale
decir, retardo, juicios amañados, violación
del derecho a la defensa, etc". 162

en parte, que no se cuente con recursos tan
básicos como uniformes, camas individuales

y lencería, y que la alimentación tenga que ser
asumida por los familiares, en la gran mayoría
de los penales. Esta ausencia de recursos se
convierte en fuente de delitos, corrupción y
hechos de violencia en las cárceles, tal como
ocurrió en el estado Monagas, en mayo de
1996. Como el Ministerio de Justicia no había

enviado el presupuesto correspondiente a ese
año, las autoridades del penal optaron por
reducir aún más la ración alimenticia de los

internos de La Pica, que en condiciones nor­
males tiene un costo de 300 bolívares diarios

por recluso. El descontento comenzó a incre­
mentarse, hasta que el 20.05.96, una riña ar­
rojó el saldo de 4 muertos, mientras otros 12
resultaron heridos.164

En cuanto a la violencia carcelaria, a pesar
de las afirmaciones de voceros oficiales, ésta

no ha sufrido disminuciones importantes. Si
bien en relación al período anterior se ha
reducido la cifra mensual de muertes,165 los

hechos violentos siguen siendo frecuentes:
según el Ministerio de Justicia, se registró un
total de 1.333 heridos y 220 internos
fallecieron durante el período cubierto por
este informe, en promedio, 111 heridos y 18
muertes por mes. De esas muertes, 94 ocurri­
eron a consecuencia de heridas de armas de

166
fuego.

Las condiciones carcelarias provocaron al
menos 14 huelgas de hambre en diferentes

162 SUBCOMISIÓN DE ASUNTOS PENITENCIARIOS: Análisis sobre la situación penitenciaria en
Venezllela. Año 1995.

163 El Nacional 23.07.96, pág. D-7
164 El Guayanes, 21.05.96, pág. B-última.
165 Desde septiembre de ]994 hasta octubre de ]995, 274 reclusos fallecieron y 926 resultaron heridos.
166 Datos aportados por el Ministerio de Justicia .
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penales del país, durante el período cubierto
por este Informe. La mayoría de ellas tuvieron
su origen en la dilación de procesos y mal­
tratos. El 07.08.96, en el Internado Judicial de

Barquisimeto (Edo. Lara) tres reclusos se pro­
vocaron heridas para evitar que les trasladaran
sin motivo a otro pabellón, de mayor peli­
grosidad.

En el mismo marco, al menos 42 internos
se fugaron de los penales en los cuales se
encontraban recluidos, mientras que 5
fallecieron y 13 resultaron heridos en intentos
de evasión.

Sin embargo, es de destacar positivamente
el impulso que se ha venido imprimiendo a la
realización de actividades que ayuden a com­
batir el ocio y promuevan la rehabilitación. El
Ministerio de Justicia ha puesto un nuevo
énfasis en la realización de actividades recrea­

tivas, culturales y formativas, y ha contado
con el apoyo de la comunidad no guberna­
mental nacional e internacional, así como de

entidades oficiales extranjeras, en la puesta en
marcha de programas de este tipo.

Violaciones a los derechos
individuales

Un total de 107 "excesos en sanciones

disciplinarias ,,167 reseñó el Ministerio Públi­
co en su Memoria y Cuenta de 1995. En ese
mismo documento se reseña también el nú­
mero de solicitudes de información de nudo

hecho iniciadas ese año, 70 de las cuales
afectaron a funcionarios que actúan dentro
del sistema carcelario, por delitos no especi­
ficados.

y al respecto, llama la atención que esa
última cifra sea inferior a los "107 excesos"

antes mencionados. El mismo comentario po­
dría venir a cuento en relación a los 130

homicidios y 799 lesiones reportadas, aún en

el caso de que se produjesen a manos de otros
reclusos, lo cual no excluye la necesidad de

investigar el grado de responsabilidad de los
funcionarios del Estado.

El Poder Legislativo se pronunció re­
specto a las violaciones a derechos individu­
ales en las prisiones, a través del Informe de
la Subcomisión de Asuntos Penitenciarios del

Congreso de la República, que señala: "La
política de cooperación del Congreso de la
República continuó hasta finales del año
1995. Pero la respuesta del Ministerio de
Justicia para con los casos de violaciones a
los derechos humanos disminuyó sensible­
mente en casi un 90%, sin que hasta la/echa

h 'b'd 1 . " 168se ayan recI I o as mIsmas .
La suspensión del derecho a la visita con­

tinuó siendo sanción frecuente y arbitraria. El
01.01.96, familiares de los reclusos del Retén
de Catia fueron maltratados por efectivos de la

PM, al ~rotestar la súbita suspensión de la
visita.16 En ese mismo penal, el 13.04.96,
también los familiares denunciaron que la PM
llegó disparando al patio donde se celebraba
una fiesta infantil, interrumpiendo violen­
tamente el horario de visita, y causando un
saldo de dos reclusos y un visitante heridos. 170

El Comité de Familiares y Víctimas de los
Sucesos de Febrero y Marzo de 1989 (Co­
favíc), solicitó una investigación en tomo a la
muerte de Jesús LIZARDO O. (22), quien
cumplía una sentencia de dos años y cuatro
meses en el Retén de Catia. Lizardo se encon­

traba realizaba labores de limpieza, el
28.01.96, cuando un funcionario se le acercó y

le descargó un disparo de escopeta en el rostro
delante de varios testigos. Murió luego de
esperar varias horas, pues no había transporte
disponible para llevarle a tiempo al hospital.

Otra denuncia de violación del derecho a
la vida la realizó el sacerdote Matías Ca-

167 FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA: Memoria y Cllenta 1995. Tomo Il, pág. 321.

168 Sub Comisión de Asuntos Penitenciarios: Análisis sohre la situación penitenciaria en Venezuela 1995.

169 Últimas Noticias, 02.01.96, pág. 2.
170 El Universal, 14.04.96, pág. 4-22.
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muftas, quien afirmó que eI21.12.95, Miguel
A. CASTILLO falleció a consecuencia de los

golpes recibidos por parte de un grupo de
fun .. d .. GN 171CIOnanos e pnsIOnes y .

Luego de la fuga masiva ocurrida el
06.03.96 en el mismo Retén de Catia, el

diputado Vladimir Villegas denunció la pre­
sunta ejecución de tres reclusos, entre ellos
Francisco A. ARISTIGUIETA (19). De
acuerdo a la versión de sus familiares, al

joven le produjeron 22 disparos y le destruy­
eron la dentadura y los ojos a consecuencia

172
de golpes.

Este caso recuerda al ocurrido luego de la
fuga de varios internos del penal de Tocorón
(Edo. Aragua), el 04.01.94, actualmente inves­
tigado por un tribunal militar. Cinco efectivos
de la GN, dos funcionarios de la PE y dos
vigilantes del Ministerio de Justicia son
señalados como responsables por ejecutar a
cuatro reclusos que participaron de la fuga, y
la justicia civil les dictó auto de detención en
1994. Pero, en octubre de 1994, la Corte Su­

prema de Justicia falló a favor de la jurisdic­
ción militar, por lo que el caso se ha paralizado.

En marzo de 1996, Thaís Peñalver miem­
bro del proyecto Caballo de Troya 173 narró
que cuando se encontraban realizando tareas
relativas a un censo de población en el Retén
de Catia, "conseguimos unas barrancJls hor­
rendas que estaban en la parte de abajo.
Había hombres que vivían allí entre aguas
putrefactas que caían de los otros pisos. Los
desperdicios entre el agua podrida cubrían la
mitad de lapierna. Había un cuarto que estaba
soldado y tenía en la esquina inferior derecha
un boquete. Por allí les echaban la comida, si
eso se podía llamar así. La agarraban
mezclada con la inmundicia. Tocamos la
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puerta y escuchamos unas voces. Ellos mis­
mos no sabían cuántos eran. Comenzamos a

desmontar la puerta. Cuando le quitaron la
soldadura todavía la puerta no se podía abrir,
porque la capa de excrementos era más fuerte
que la propia soldadura. Salieron unos mon­
struos de allí. Presos de máxima seguridad,

olvidados. Y puedes imaginar que significó
máxima seguridad para ese castigo. Tal vez no
quisieron pagar, no accedieron a vicios,
cualquier cosa. Nunca se va a exagerar al
.. 1 h " 174Imagmar e orror.

Salud

A pesar del nombramiento, en 1995, del
Alto Comisionado de Salud del Ministerio de

Justicia, y la convocatoria a diferentes sec­
tores -oficiales y no oficiales- a participar de
las soluciones al grave problema de insalubri­
dad penitenciaria, durante este período se pro­
dujeron nuevamente víctimas fatales: a prin­
cipios de 1996, ocho reclusos de la PGV
fallecieron luego de haber contraído fiebre
tifoidea. 175

El Informe "Plan de salud para las cárce­
les", elaborado por el Ministerio de Sanidad
en noviembre de 1995, revela las característi­
cas cuasi endémicas de enfermedades como la

tuberculosis y otras, sobre todo de transmisión
sexual, en la cárcel. También da cuenta del

personal disponible para atender a una
población nacional superior a los 24 mil re­
clusos: 149 médicos, 51 odontólogos, 110
enfermeras, 2 farmacéuticos, 13 psiquiatras,
igual número de ginecólogos y 5 bioanalistas.

Descontando los lesionados, entre las
causas más frecuentes de consulta a los serv­

icios médicos se mencionaron: gripe, diarrea,
parasitosis, cefalea, escabiosis, enfermedades

171 El Nacional, 12.01.96, pág. 0-10
172 Últimas Noticias, 12.03.96, pág. 41.
173 El Caballo de Troya es un proyecto emprendido por personalidades que buscan humanizar las condiciones

de vida del penal
174 El Nacional, 25.03.96, pág. 0-7.
175 El Nacional, 12.01.96, pág. 0-10
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de la piel, caries, faringoamigdalitis aguda,
dolores lumbares, neurosis de angustia y so-

.. , 176
matizaCiOnes por estres.

Por su parte, el Ministerio Público registró
nuevos casos de internos infectados con el
virus del HIV: uno en la Cárcel Nacional de

Maracaibo, uno en el Retén de Catia, uno en
el Centro Peninteciario de Occidente, tres en
la Penitenciaría General de Venezuela y otro
en la Cárcel Nacional de Ciudad Bolívar. La
misma instancia atendió la situación de los

internos que sufren de enfeOlledades psiquiá­
tricas, solicitando el reacondicionamiento del

Hospital Psiquiátrico de la Penitenciaría Gen­
eral de Venezuela, ubicada en San Juan de Los
Morros, (Edo. Guárico).

Tardíamente, la Fiscalía ha dado inicio al
Proyecto de Atención a Reclusos con Enfer­

medades TeOllinales y Discapacitados, que
peOllitió conocer el caso de una reclusa del
Centro Penitenciario de Occidente, ubicada
en el Edo. Táchira. La interna observó un

carcinoma invasivo en el cuello del útero,
razón por la cual se solicitó para ella un local
ad_hoc.l77

En este panorama, una buena nueva es la
puesta en funcionamiento del primer centro
de salud penitenciario, inaugurada en julio de
1996, en la Cárcel Nacional de Valencia,

(Edo. Carabobo). El centro foOlla parte del
programa de apoyo iniciado por la Comuni­
dad Europea, que realizó una inversión inicial
de 50 mil dólares para su construcción. La
estructura cuenta con un área de hospitali­
zación y otra de observación, servicio odon­
tológico y faOllacia.178

Educación y Trabajo

Según Humberto Prado, jefe de la Di­
visión de Diagnóstico y Tratamiento del Min-

isterio de Justicia, a finales de 1995 sólo el
0,6% de la población penal se hallaba incor­
porada a programas educativos, aunque la Ley
de Régimen Penitenciario establece la obliga­
toriedad de la enseñanza 179. De ese total, 637
internos se encontraban en fase de alfabeti­

zación, cuatro mil 273 en foOllación básica
280 en ciclo diversificado y 540 en Educación
Superior. El objetivo del Ministerio, según
este mismo funcionario, era elevar estas cifras

y dar así, cumplimiento satisfactorio a la ob­
ligatoriedad de impartir educación a la mayor
parte de la población penal.

En este marco, a principios de 1966 se
iniciaron simultáneamente programas de in­
strucción no foOllal en tres centros peniten­
ciarios, bajo convenio con el Instituto de Co­
operación Educativo (INCE). Estos pro­
gramas están orientados a la foOllación en
áreas vinculadas al trabajo, tales como carpin­
tería, albañilería, electricidad, mecánica y

barbería, esperando incorporar progresi-
d· . l' 18(fvamente otras lSClpmas.

El más ambicioso de estos planes fue im­
pulsado con el apoyo de la Comunidad
Económica Europea, y organizaciones como
Cofavíc. Además de la ya mencionada foOlla­
ción en derechos humanos, contempla la
creación de un Centro Tecnológico Agrope­
cuario en la Penitenciaría General de Vene­

zuela, contando también con el apoyo de la
Universidad "Rómulo Gallegos".

La CEE ha destinado un total de 800 mil

dólares al convenio de apoyo, que comienza
con los penales de Tocuyito, Maracaibo y la
ya mencionada PGV, como centros pilotos.
En todos los casos, se empieza por reacondi­
cionar la infraestructura destinada a activi­

dades foOllativas y laborales, para luego em­
prender los programas, priorizando la fOOlla-

176 El Universal, 29.08.96, pág. 1-18

177 Fiscalía General de la República, Op. Cit., pág. 294

178 El Carabobeño, 25.07.96, pág. D-13, Y El Siglo, 25.07.96, pág. 10

179 El Globo, 21.03.96, págs. 16 y 17

180 El Informador, 23.01.96, pág. D-8
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ción para el trabajo y la participación activa
d fu· . d .. 181e nClOnarlOS e pnslOnes.

Al sur del país, la Corporación Venezo­
lana de Guayana inició un programa similar,
destinado a prestar asistencia técnica
agropecuaria a los reclusos de El Dorado, con
la finalidad de que los internos aprendan a
desempeñar un oficio que puedan ejercer du­
rante y a posterior del período de encar­
celamiento.182

Poblaciones penales específicas

Mujeres

754 procesadas y 384 sentenciadas con­
formaban la población carcelaria femenina
para septiembre de 1996.183De ese total, unas
doce pertenecían a la Cárcel Nacional de Ci­
udad Bolívar, donde no existe separación en­
tre hombres y mujeres. Esta situación fue
conocida por la misión de Americas Watch
que visitó Venezuela en marzo de 1996, cali­
ficándola como "algo que nunca han visto, en

., , dA" L t' ,,184nzngun otro pazs e menea a zna .
En el Instituto Nacional de Orientación

Femenina, (INOF), permanecían para ese
mismo mes unas 207 internas, 125 procesadas
entre ellas. Finalmente, en este centro se dio

inicio al programa que permite a la población
penitenciaria femenina el acceso a la visita
íntima, a partir de octubre de 1995. No ob­
stante, en septiembre de 1996 sólo 7 internas
disfrutaban de este derecho, según informa­
ción suministrada por Nelly de Avendaño,
trabajadora social del Instituto.

A pesar de ser reconocido como el mejor
centro de reclusión para mujeres, durante este
periodo el INOF vivió situaciones de violen­
cia hasta entonces inéditas. El primero de

Derechos Civiles y Políticos

Todos estos programas se inscriben den­
tro de la política que trata de impulsar el
aprovechamiento de la Ley de Redención de
Pena por Trabajo y Estudio, lo que obvia­
mente cumpliría la doble función de proveer
de capacitación y trabajo al tiempo que se
reduce el período de cumplimiento de pena.
No obstante, se desconoce la cifra exacta de
recluso s beneficiados con este recurso en la
actualidad.

ellos fue el motín suscitado a partir del
traslado de la directora Raiza Bastardo, en
abril de 1995. Esta funcionaria había desta­

cado por promover un trato acorde con los
derechos humanos de las reclusas, e impulsar
para ellas el otorgamiento de beneficios y
posibilidades de trabajo y estudio. Sin em­
bargo, el 11.04.96 fue removida de su cargo,
en el marco de una averiguación administra­
tiva emprendida por el Ministerio de Justicia.
No se hicieron públicos los motivos de la
remoción, y voceros oficiales dejaron ver que
no se trataba de la comisión de actos de cor­

rupción, a pesar de lo cual Bastardo no fue
. d 1 b 185remcorpora a a sus a ores.

Meses más tarde, en agosto de 1996,
comenzaron a producirse las primeras riñas
con saldos de lesionadas de gravedad, lo que
originó el traslado de dos reclusas consid­
eradas "de alta peligrosidad" a la Cárcel de
Tocorón (Edo. Aragua). La raíz del
problema es, al igual que en el resto de los
penales del país, la ausencia de clasificación
de la población, que obliga a convivir a
mujeres involucradas en delitos menores
con compañeras más conflictivas. Vale re­
.;ordar que el mayor porcentaje de reclusas

181 El Nacional, 26.04.96, pág.D-8
182 Últimas Noticias, 08.07.96, pág.18
183 Ministerio de Justicia. Reporte diario de población penitenciaria del 18.09.96
184 El Globo, 21.0396, pág. 11.
185 El Universal, 12.04.96, pág. 4-24 Y Últimas Noticias, 12.04.96, pág. 45
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venezolanas ingresó al sistema carcelario por
delitos de drogas. 186

Menores

Para septiembre de 1996, 24 menores
procesados permanecían en establecimientos
penitenciarios destinados a albergar adultos,
según datos aportados por el Ministerio de
Justicia.

Mientras tanto, la situación vivida en los
albergues de menores dependientes del
INAM continuó destacando por su gravedad,
motivando incluso la actuación de autori­

dades legislativas, que exigieron la interven-

ción urgentes de estos centros, dada su inca­
pacidad para garantizar no sólo las condicio­
nes mínimas de permanencia, sino incluso la
integridad física de los transgresores a su
cargo.

Son estas condiciones las que originan
hechos como el motín ocurrido en el albergue

de Barquisimeto, el 10.01.96, cuando un
grupo de menores secuestró a cuatro funcion­
arios, en protesta por la remoción de la direc­
tora Betty Contreras. Más de cuatro horas
duró el secuestro, que culminó cuando se de­
cidió el ingreso de la polícía al recinto, pro­
vista de recursos antimotines.187

186 El Nuevo País. 12.08.96, pág.14
187 El Informador, 11.01.96, pág. 8-C y El Impulso, 1] .0] .96, pág. D-8
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